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secuentes con los tableros de problemas que son construidos durante la unidad 
de análisis, incluyendo las acciones de mejora prioritarias definidas (preplan), las 
cuales deben ser concretas, inmediatas y mediatas de acuerdo con la criticidad de 
la situación identificada, con un plazo de tres (3) a seis (6) meses, y en caso de 
requerirse acciones estructurales se dará un plazo máximo de un (1) año para su 
cumplimiento y cierre; asegurando cambios sostenibles en el tiempo que inciden 
en la atención segura y de calidad de salud de las personas en periodo de gesta-
ción, parto y posparto, niños y niñas.

f)	 Radicar ante la Entidad Territorial departamental o distrital los planes de mejo-
ramiento en un tiempo máximo de diez (10) días hábiles a partir de la fecha de 
desarrollo de la unidad de análisis, implementando las acciones inmediatas y 
mediatas de acuerdo con la criticidad de la situación identificada.

g)	 Verificar el estado de aprobación del plan de mejoramiento que notifica la Enti-
dad Territorial Departamental o Distrital y en caso de “No aprobación” realizar el 
ajuste conforme a los hallazgos del tablero de problemas, y radicar nuevamente 
en un plazo de diez (10) días hábiles, hasta la confirmación de su aprobación, este 
proceso estará a cargo del responsable directo de la institución que fue registrado 
en el proceso de radicación del plan.

h)	 Gestionar la implementación de las acciones definidas en el plan de mejoramien-
to, y reportar a la Entidad Territorial Departamental o Distrital los resultados 
obtenidos incluyendo los soportes que den estricto cumplimiento de las acciones 
ejecutadas, y conforme a las orientaciones y en los tiempos establecidos en la 
presente circular.

i)	 Responder de manera efectiva y oportuna a las consultas, requerimientos o pro-
cesos de retroalimentación relacionados con el plan de mejoramiento emitidos 
por las entidades territoriales de salud departamentales o distritales y las EAPB.

5.	 ACTIVACIÓN DEL COMPONENTE DE INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y 
CONTROL POR PARTE DE LA SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE 
SALUD

En el marco de las competencias constitucionales y legales asignadas a la 
Superintendencia Nacional de Salud, especialmente las previstas en las Leyes 715 de 2001, 
1122 de 2007, 1438 de 2011, 1751 de 2015 y 1949 de 2019, así como en el Decreto número 
1080 de 2021 y demás normas concordantes, la Entidad podrá evaluar la procedencia de 
actuaciones administrativas cuando, reciba por parte de la entidad territorial el informe de 
incumplimientos reiterados en su proceso de seguimiento a los planes de mejoramiento 
derivados de las unidades de análisis y se identifiquen situaciones que puedan comprometer 
la garantía del derecho fundamental a la salud.

La activación del componente de Inspección, Vigilancia y Control se realizará 
conforme a los principios de legalidad, debido proceso, proporcionalidad, razonabilidad 
y enfoque de riesgo, y en ningún caso implicará la creación de nuevas faltas, sanciones o 
tipologías diferentes a las previstas en el ordenamiento jurídico vigente.

5.1. Definición de “Incumplimiento Reiterado” 
Se configurará incumplimiento reiterado cuando ocurra al menos una de las siguientes 

condiciones: 
•	 Dos (2) ciclos consecutivos de seguimiento con resultado “No cumple” sin evi-

dencia de avance del plan de mejoramiento. 
•	 Segunda “No aprobación” del plan por parte de la Entidad Territorial Departa-

mental o Distrital. 
•	 Incumplimiento de acciones críticas de inmediato cumplimiento. 
•	 Reincidencia en incumplimientos similares en el mismo asegurador dentro de 

doce (12) meses posteriores a la ocurrencia del caso. 
•	 Incumplimiento del plan de mejoramiento al momento del cierre del seguimien-

to. 
•	 Incumplimiento en la entrega del plan de mejoramiento por parte de las entidades 

territoriales municipales prestadores de servicios de salud y aseguradores des-
pués de la segunda solicitud. 

5.2. Reporte de situaciones a la Superintendencia Nacional de Salud
Cuando las Entidades Territoriales Departamentales o Distritales identifiquen 

situaciones que, en el marco de sus competencias, puedan constituir riesgo para la garantía 
del derecho a la salud, derivado de los planes de mejoramiento con incumplimiento 
reiterado por parte de los actores del sistema, podrán remitir informe técnico trimestral 
con la descripción del motivo, a la Superintendencia Nacional de Salud.

El informe deberá contener, como mínimo:
•	 Identificación del actor involucrado (nombre o razón social y NIT).
•	 Tipo de evento asociado (Mortalidad Materna, Mortalidad Perinatal y Neonatal 

Tardía, Infección Respiratoria Aguda, Enfermedad Diarreica Aguda, Desnutri-
ción aguda).

•	 Fecha de realización de la Unidad de Análisis.
•	 Planes de mejoramiento incumplidos.
•	 Estado de cumplimiento y evidencia documental.

•	 Medidas administrativas adoptadas por la entidad territorial.
•	 Nivel de riesgo actual identificado para la población.
El envío de dicho informe no implica apertura automática de actuación administrativa, 

sino que permitirá a la Superintendencia Nacional de Salud, en ejercicio de las funciones, 
evaluar, bajo criterios de riesgo y conforme a sus competencias legales, la pertinencia de 
adelantar actuaciones de inspección, vigilancia o control. 

Publíquese y cúmplase
Dada en Bogotá, D. C., a 25 de junio de 2026
El Ministro de Salud y Protección Social,

Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez
El Superintendente Nacional de Salud

Daniel Quintero Calle
La Directora del Instituto Nacional de Salud

Diana Marcela Pava Garzón.
(C. F.).

Ministerio de Igualdad y Equidad

Decretos

DECRETO NÚMERO 0628 DE 2026

(junio 19)
por el cual se reglamenta el modelo de gobernanza del Sistema Nacional de Cuidado y se 

dictan otras disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades que le 

confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, los artículos 43 y 45 de 
la Ley 489 de 1998, y al artículo 2°, numeral 4 de la Ley 2294 de 2023

CONSIDERANDO:
Que el artículo 13 de la Constitución Política señala que todas las personas nacen libres 

e iguales ante la ley y que el Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea 
real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.

Que el artículo 43 de la Constitución Política establece la igualdad de derechos y 
oportunidades entre hombres y mujeres y señala que las mujeres no pueden ser sometidas 
a ninguna clase de discriminación.

Que el artículo 44 de la Constitución Política establece que “son derechos fundamentales 
de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación 
equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, 
el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su 
opinión”.

Que el artículo 113 de la Constitución Política establece que “[l]os diferentes órganos 
del Estado tienen funciones separadas, pero colaboran armónicamente para la realización 
de sus fines”.

Que el artículo 209 de la Constitución Política establece que la función administrativa 
está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios 
de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, 
mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones, y 
que las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado 
cumplimiento de los fines del Estado.

Que el artículo 6° de la Ley 489 de 1998, por la cual se dictan normas sobre la 
organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las 
disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas 
en los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras 
disposiciones, establece que, en virtud del principio de coordinación y colaboración, las 
autoridades administrativas deben garantizar la armonía en el ejercicio de sus respectivas 
competencias con el propósito de lograr los fines y cometidos estatales, por lo cual deberán 
prestar su colaboración a las demás entidades para facilitar el ejercicio de sus funciones.

Que el artículo 2° de la Ley 1413 de 2010, por medio de la cual se regula la inclusión 
de la economía del cuidado en el sistema de cuentas nacionales con el objeto de medir la 
contribución de la mujer al desarrollo económico y social del país y como herramienta 
fundamental para la definición e implementación de políticas públicas” define la 
economía del cuidado como el “(...) trabajo no remunerado que se realiza en el hogar, 
relacionado con mantenimiento de la vivienda, los cuidados a otras personas del hogar o 
la comunidad y el mantenimiento de la fuerza de trabajo remunerado. Esta categoría de 
trabajo es de fundamental importancia económica en una sociedad”; y que el artículo 4° 
de dicha ley, definió la integración de una comisión intersectorial para definir “la forma 
de inclusión de la información sobre trabajo de hogar no remunerado en el Sistema de 
Cuentas Nacionales”, lo cual fue reglamentado por el Decreto número 2490 de 2013.
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Que la Declaración Universal de Derechos Humanos reafirma el principio de la no 
discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad 
y derechos, y que toda persona puede invocar todos los derechos y libertades proclamados 
en esa declaración, sin distinción alguna.

Que, con la finalidad de coordinar las distintas acciones, servicios, regulaciones, 
políticas y lineamientos técnicos e interinstitucionales del Sistema Nacional de Cuidado, 
y teniendo en cuenta que la comisión intersectorial creada mediante el Decreto número 
1228 de 2022 fue diseñada para la coordinación de la Política Nacional de Cuidado, resulta 
necesario adecuar dicha instancia, con fundamento en el artículo 45 de la Ley 489 de 1998, 
para garantizar la coordinación y articulación requeridas por el modelo de gobernanza del 
Sistema Nacional de Cuidado previsto en el presente decreto.

Que la Ley 2294 de 2023, por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 
2022-2026 Colombia Potencia Mundial de la Vida, estableció en sus Bases la creación 
del Sistema Nacional de Cuidado para la Vida y la Paz, basado en el reconocimiento 
del cuidado como un derecho de las personas a cuidar, a ser cuidadas y a ejercer el 
autocuidado, sobre la base de los principios de universalidad, corresponsabilidad social 
y de género, promoción de la autonomía, participación y solidaridad en el financiamiento.

Que, asimismo, las Bases del Plan Nacional de Desarrollo definieron los siete (7) 
componentes del Sistema Nacional de Cuidado para la Vida y la Paz, entre los que se 
destaca el Modelo de Gobernanza y Territorialización del Sistema Nacional de Cuidado, 
y establece que este modelo contará con un mecanismo de participación y seguimiento 
ciudadano, incluyendo a las trabajadoras domésticas y del hogar y a organizaciones de la 
sociedad civil. Asimismo, en su artículo 84, establece el reconocimiento de la economía 
del cuidado no remunerado como actividad productiva en el sector rural.

Que el Decreto número 1574 de 2024, por el cual se reglamenta el artículo 203 
de la Ley 2294 de 2023 y se adiciona un Capítulo al Decreto 1069 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho, relacionado con el Sistema Nacional de 
Justicia Familiar, indica en el artículo 2.2.3.15.2.1 que serán actores del Sistema Nacional 
de Justicia Familiar quienes integren el Sistema Nacional de Cuidado, en los términos del 
artículo 203 de la Ley 2294 de 2023.

Que en la Sentencia T-583 de 2023, la Corte Constitucional reconoce el cuidado como 
derecho fundamental a ser cuidado, el derecho y el deber de autocuidado, y el derecho de 
las personas cuidadoras a hacerlo sin discriminación. Además, reconoce que el cuidado 
atraviesa las relaciones interpersonales, familiares y comunitarias que sostienen el núcleo 
relacional que da lugar al Estado Social de Derecho.

Que el 14 de febrero de 2025 se aprobó la Política Nacional de Cuidado (CONPES 
4143 de 2025) cuyo objeto es avanzar en la transformación de la organización social del 
cuidado en Colombia para garantizar el goce efectivo de los derechos de las personas 
cuidadoras, incluyendo el de cuidar en condiciones dignas, y el derecho a recibir cuidado, 
asistencia o apoyo de las personas que lo requieren; así como reconocer y fortalecer las 
formas colectivas y comunitarias de cuidado y las prácticas de cuidado propias de pueblos 
étnicos y comunidades campesinas, como pilar del sostenimiento de la vida humana y no 
humana e interdependiente en todas sus expresiones.

Que, con sustento en lo anterior, es necesario evitar la duplicidad de funciones entre 
instancias de coordinación, considerando que la Comisión Intersectorial para la inclusión de 
la información sobre trabajo de hogar no remunerado en el Sistema de Cuentas Nacionales 
de la que trata el Decreto número 2490 de 2013, materializó su objetivo como quiera que 
fue creada la Cuenta Satélite de Economía del Cuidado en el marco del Sistema de Cuentas 
Nacionales de Colombia, y que se hace necesario derogar la Comisión Intersectorial de la 
Política Nacional de Cuidado y reglamentar el Sistema Nacional de Cuidado previsto en 
el artículo 2 numeral 4 de la Ley 2294 de 2023, crear su modelo de gobernanza y derogar 
los Decretos números 2490 de 2013 y 1228 de 2022.

Que, en mérito de lo expuesto,
DECRETA:

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°. Objeto. El presente decreto tiene como objeto reglamentar el modelo de 
gobernanza del Sistema Nacional de Cuidado.

Artículo 2°. Objeto del Sistema Nacional de Cuidado. El Sistema Nacional de 
Cuidado tiene por objeto articular servicios, regulaciones, políticas y acciones técnicas e 
institucionales existentes y nuevas, para dar respuesta a las demandas de cuidado de los 
hogares. Busca desarrollar una sociedad cuidadora en la que el Estado garantice el derecho 
a recibir cuidado, el derecho al autocuidado y a cuidar en condiciones dignas y reconozca 
y fortalezca las formas colectivas y comunitarias de cuidado para posicionar el cuidado 
como centro del sostenimiento de la vida.

Parágrafo. El Sistema Nacional de Cuidado se articulará con los diferentes sistemas 
que tienen relación con su objeto, entre ellos: (i) el Sistema Nacional de Bienestar Familiar, 
(ii) el Sistema Nacional de Justicia Familiar, (iii) el Sistema Educativo Colombiano, (iv) 
el Sistema Nacional de Discapacidad, (v) el Sistema Nacional de Juventud, (vi) el Sistema 
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural, entre otros que resulten pertinentes, en 
el marco de las normas que les regulan.

Artículo 3°. Ámbito de aplicación. Las disposiciones del presente decreto serán 
aplicables a las entidades del orden nacional. Se coordinará su implementación con las 
entidades del orden territorial, los particulares que ejerzan funciones públicas o presten 
servicios en el marco del Sistema Nacional de Cuidado.

El Sistema Nacional de Cuidado está dirigido a personas cuidadoras, a las personas 
que requieren cuidado, asistencia o apoyo y a las organizaciones con iniciativas de cuidado 
comunitario.

Artículo 4°. Conceptos. Para la interpretación, implementación y seguimiento del 
presente decreto se tendrá en cuenta los siguientes conceptos, sin perjuicio de los demás 
que sean aplicables:

1. 	 Cuidado: El cuidado es un derecho humano autónomo, una necesidad básica, 
esencial y universal que hace posible la vida (humana y no humana) y el funcio-
namiento de la sociedad. Se entiende como el conjunto de acciones necesarias 
para preservar el bienestar. Tales como: lavar, cocinar, limpiar, cuidar a niñas y 
niños, personas mayores, personas enfermas, proteger y cuidar el ambiente, entre 
otras.

2. 	 Cuidado comunitario: Conjunto de prácticas colectivas basadas en relaciones 
comunitarias que buscan el sostenimiento de la vida (humana y no humana). 
Tales como la partería tradicional, el cuidado ambiental, las ollas comunitarias, 
entre otras. Son realizadas por comunidades, pueblos, colectivos u organizacio-
nes formales o informales.

3. 	 Personas cuidadoras: Las personas cuidadoras son quienes realizan como ac-
tividad principal trabajo de cuidado, por ejemplo, cuidadoras de niños, niñas, 
personas mayores o con discapacidad, amas de casa, trabajadoras domésticas, 
madres comunitarias, parteras y cuidadoras del ambiente y la naturaleza, entre 
otras. Estas labores pueden ser remuneradas o no remuneradas y realizarse en el 
hogar, en la comunidad o en el mercado laboral.

Artículo 5°. Objetivos del Sistema Nacional de Cuidado. Son objetivos del Sistema 
Nacional de Cuidado los siguientes:

1. 	 Reconocer y fortalecer las organizaciones y formas colectivas y comunitarias 
de cuidado y las prácticas de cuidado propias de pueblos étnicos y comunidades 
campesinas como pilar del sostenimiento de la vida y de la construcción del teji-
do social.

2. 	 Desarrollar estrategias para la garantía de los derechos de las personas cuidado-
ras que contribuyan a que tengan condiciones de vida dignas.

3. 	 Crear, ampliar, regular y articular la respuesta institucional alrededor de servicios 
e infraestructura de cuidado para contribuir a la autonomía, vida independiente y 
en comunidad de las personas que requieren cuidado, apoyo y asistencia.

4. Contribuir a la transformación cultural de creencias, normas sociales, narrativas y 
estereotipos para democratizar el cuidado.

5. 	 Aumentar la capacidad institucional y mecanismos de articulación interinstitu-
cional para garantizar el funcionamiento del Sistema Nacional del Cuidado.

Artículo 6°. Sujetos a los que se dirige el Sistema Nacional de Cuidado. El Sistema 
Nacional de Cuidado estará dirigido a las siguientes poblaciones:

1. 	 Las personas cuidadoras remuneradas y no remuneradas que tienen el trabajo de 
cuidado como actividad principal.

2. 	 Organizaciones con iniciativas de cuidado comunitario, incluyendo a los pro-
cesos organizativos étnicos, campesinos y territoriales con prácticas de cuidado 
propias.

3. 	 Niños, niñas y adolescentes.
4. 	 Las personas mayores que requieren cuidado, asistencia o apoyo.
5. 	 Las personas con discapacidad que requieren cuidado, asistencia o apoyo.
6. 	 Las personas que por una condición de enfermedad requieran cuidado, asistencia 

o apoyo.
TÍTULO II

MODELO DE GOBERNANZA DEL SISTEMA NACIONAL DE CUIDADO
CAPÍTULO I

Disposiciones generales del modelo de gobernanza del Sistema Nacional de 
Cuidado

Artículo 7°. Integración del Sistema Nacional de Cuidado. El Sistema Nacional 
de Cuidado contará con un modelo de gobernanza diseñado para coordinar, articular y 
gestionar de manera intersectorial las entidades que lo conforman. Este modelo garantizará 
la implementación, el seguimiento y la participación activa de la ciudadanía en el Sistema. 
El Sistema Nacional de Cuidado estará integrado por las siguientes instancias:

1. 	 Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de Cuidado.
2. 	 Comité Técnico del Sistema Nacional de Cuidado.
3. 	 Mesa de Cuidado Territorial.
4. 	 Consejo Asesor de Cuidado.
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CAPÍTULO II
Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de Cuidado

Artículo 8°. Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de Cuidado. Créase la 
Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de Cuidado como instancia de coordinación 
de alto nivel, que tendrá como objeto la orientación, articulación intersectorial, coordinación 
y seguimiento estratégico de las políticas, acciones y respuestas institucionales que deban 
implementarse en el marco del Sistema Nacional de Cuidado.

Artículo 9°. Integrantes de la Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de 
Cuidado. La Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de Cuidado estará integrada 
por:

1. 	 El/la Ministro/a de Agricultura y Desarrollo Rural o su delegado/a.
2. 	 El/la Ministro/a de Salud y Protección Social o su delegado/a.
3. 	 El/la Ministro/a de Trabajo o su delegado/a.
4. 	 El/la Ministro/a de Comercio, Industria y Turismo o su delegado/a.
5. 	 El/la Ministro/a de Educación Nacional o su delegado/a.
6. 	 El/la Ministro/a de Ambiente y Desarrollo Sostenible o su delegado/a.
7. 	 El/la Ministro/a de las Culturas, las Artes y los Saberes o su delegado/a.
8. 	 El/la Ministro/a de Igualdad y Equidad, o quien haga sus veces, o su delegado/a, 

quien presidirá.
9. 	 El/la Directora/a del Departamento Administrativo de Presidencia de la Repúbli-

ca o su delegado/a.
10.	 El/la Director/a del Departamento Nacional de Planeación o su delegado/a.
11.	 El/la Director/a del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social o su 

delegado/a.
Parágrafo 1°. Serán invitados/as permanentes a las sesiones de la Comisión 

Intersectorial del Sistema Nacional de Cuidado con voz, pero sin voto:
1. 	 El/la Ministro/a del Interior o su delegado/a
2. 	 El/la Ministro/a de Vivienda, Ciudad y Territorio o su delegado/a.
3. 	 El/la Ministro/a de Transporte o su delegado/a.
4. 	 El/la Ministro/a del Deporte o su delegado/a.
5. 	 El/la Director/a del Departamento Administrativo Nacional de Estadística o su 

delegado/a.
6. 	 El/la Director/a del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o su delegado/a.
7. 	 El/la Director/a del Servicio Nacional de Aprendizaje -SENA o su delegado/a.
8. 	 El/la Director/a de la Unidad Administrativa Especial de Organizaciones Solida-

rias o su delegado/a.
9. 	 El/la Director/a de Unidad Administrativa Especial de Servicio Público de Em-

pleo.
10. 	 El/la Consejero/a Presidencial para las Regiones o su delegado/a.
11. 	 El/la Director/a de la Federación Nacional de Departamentos o su delegado/a.
12. 	 El/la Director/a de la Asociación Colombiana de Ciudades Capitales o su 

delegado/a.
13. 	 El/la Director/a de la Federación Colombiana de Municipios o su delegado/a.
14. 	 El/la Director/a de la Asociación Colombiana de Ciudades Intermedias o su 

delegado/a.
Parágrafo 2°. Por solicitud de quien preside la Comisión se podrá invitar a sus sesiones, 

con derecho a voz, pero sin voto a delegados/as de entidades territoriales, de la academia, 
el sector privado, el sector de la economía social y solidaria, organizaciones de la sociedad 
civil, actores comunitarios, agencias de cooperación internacional y otras entidades del 
sector público y demás actores que guarden relación con el Sistema Nacional de Cuidado.

Artículo 10. Funciones de la Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de 
Cuidado. La Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de Cuidado tendrá las siguientes 
funciones:

1. 	 Contribuir en la implementación y seguimiento de la Política Nacional de Cuida-
do y del Sistema Nacional de Cuidado.

2. 	 Articular y coordinar con las instancias y entidades públicas del nivel nacional la 
implementación y puesta en marcha del Sistema Nacional de Cuidado, así como 
la creación, ampliación y regulación de respuesta institucional y comunitaria de 
cuidado.

3. 	 Fomentar la articulación entre el Estado, el sector privado, la sociedad civil y las 
organizaciones comunitarias para la democratización del cuidado.

4. 	 Orientar el diseño de una estrategia para la implementación de Alianzas Público-
Populares para los cuidados comunitarios que reconozca, visibilice y promueva 
prácticas de cuidado colectivas comunitarias, rurales, urbanas y ancestrales de 
los diferentes pueblos, comunidades y organizaciones sociales.

5. 	 Atender las recomendaciones del Consejo Asesor de Cuidado, de acuerdo con su 
pertinencia en el marco de sus competencias.

6. 	 Brindar acompañamiento para el diseño de la metodología de monitoreo y siste-
ma de información del Sistema Nacional de Cuidado.

7. 	 Apoyar la elaboración de los criterios técnicos para las acciones de comunica-
ción del Sistema Nacional de Cuidado, así como la gestión de conocimiento para 
su actualización.

8. 	 Aprobar el Plan Anual de Trabajo de la Comisión.
9. 	 Expedir su propio reglamento, plan de trabajo e instrumentos de seguimiento, 

en un plazo de seis (6) meses, contados a partir de la expedición del presente 
decreto.

10. 	 Las demás funciones que le correspondan por su naturaleza y para dar cumpli-
miento al objeto para la que fue creada.

Artículo 11. Sesiones y quórum. La Comisión deberá reunirse de manera ordinaria 
como mínimo dos (2) veces al año y podrá hacerlo de manera extraordinaria por instrucción 
de quien la presida.

Podrá sesionar de manera presencial o virtual, con la mitad más uno de sus miembros 
y las decisiones se adoptarán por mayoría simple, es decir, con la mitad más uno de los y 
las asistentes a la sesión.

Artículo 12. Secretaría Técnica de la Comisión. La Secretaría Técnica de la Comisión 
será ejercida por el Ministerio de Igualdad y Equidad o quien haga sus veces, a través de 
la Dirección de Cuidado o quien haga sus veces.

Artículo 13. Funciones de la Secretaría Técnica de la Comisión. Son funciones de 
la Secretaría Técnica de la Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de Cuidado las 
siguientes:

1. 	 Prestar asistencia técnica a la Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de 
Cuidado.

2. 	 Presentar a la Comisión la propuesta del Plan Anual de Trabajo de la Comisión 
Intersectorial del Sistema Nacional de Cuidado en coordinación con sus inte-
grantes y someterlo a aprobación de la Comisión.

3. 	 Hacer seguimiento al cumplimiento del Plan Anual de Trabajo de la Comisión.
4. 	 Convocar a las sesiones de la Comisión, por instrucción de la Presidencia de la 

Comisión y proponer la agenda de trabajo según solicitud de esta Presidencia.
5. 	 Recibir y dar trámite a las iniciativas y propuestas presentadas a la Comisión 

Intersectorial del Sistema Nacional de Cuidado, por los integrantes e invitados 
permanentes de la instancia.

6. 	 Elaborar, gestionar, archivar y custodiar las actas de las sesiones.
7. 	 Las demás que le sean asignadas de acuerdo con su naturaleza.

CAPÍTULO III
Comité Técnico del Sistema Nacional de Cuidado

Artículo 14. Comité Técnico. Créase el Comité Técnico del Sistema Nacional de 
Cuidado que tendrá el objeto de desarrollar las labores de naturaleza técnica que requiera 
la Comisión para el cumplimiento de sus funciones.

Parágrafo. El Comité Técnico podrá crear Mesas de Trabajo temporales siempre y 
cuando existan criterios objetivos de necesidad, duración determinada, productos concretos 
con aprobación previa de la Comisión Intersectorial.

Artículo 15. Integración del Comité Técnico. El Comité Técnico estará conformado 
por los/as delegados/as técnicos/as de nivel directivo o asesor vinculados/as a las entidades 
integrantes de la Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de Cuidado y estará 
presidido por la Dirección de Cuidado del Ministerio de Igualdad y Equidad o quien haga 
sus veces.

Parágrafo. El Comité Técnico contará con la participación de delegados/as de las 
Secretarías Técnicas del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, del Sistema Nacional de 
Discapacidad, del Sistema Nacional de Juventud, del Sistema de Educativo Colombiano 
y del Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural, entre otros que resulten 
pertinentes.

Artículo 16. Funciones del Comité Técnico. El Comité Técnico tendrá a cargo las 
siguientes funciones:

1. 	 Desarrollar las labores de naturaleza técnica que requiera la Comisión Intersec-
torial del Sistema Nacional de Cuidado y las demás instancias que conforman el 
modelo de gobernanza.

2. 	 Brindar información conceptual, operativa y metodológica a la Comisión Inter-
sectorial del Sistema Nacional de Cuidado.

3. 	 Apoyar la implementación y seguimiento del Plan Anual de Trabajo.
4. 	 Definir la forma de inclusión de la información y emitir conceptos sobre trabajo 

de hogar no remunerado en el Sistema de Cuentas Nacionales.
5. 	 Definir una estrategia de evaluación interna y externa del Sistema Nacional de 

Cuidado.
6. 	 Elaborar y presentar un informe anual sobre el avance en la implementación de 

la Política Nacional de Cuidado.
7. 	 Darse su propio reglamento.
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8. 	 Las demás que le sean asignadas y correspondan a su naturaleza.
Artículo 17. Secretaría Técnica del Comité Técnico. La Secretaría Técnica del Comité 

Técnico será ejercida por la Dirección de Cuidado del Ministerio de Igualdad y Equidad 
o quien haga sus veces.

Parágrafo. La Secretaría Técnica contará con las siguientes funciones:
1. 	 Prestar el apoyo administrativo y operativo para la coordinación de las entidades 

que integran el mismo.
2. 	 Coordinar las actividades de apoyo necesarias para adelantar las sesiones del 

Comité.
3. 	 Recibir y dar trámite a las iniciativas y propuestas presentadas por las y los inte-

grantes del Comité, las personas invitadas y terceras interesadas.
4. 	 Elaborar, gestionar, archivar y custodiar las actas de las sesiones.
5. 	 Convocar a las sesiones del Comité y proponer la agenda de trabajo.
6. 	 Hacer seguimiento al cumplimiento de las decisiones, acuerdos y compromisos 

adquiridos al interior del Comité Técnico.
7. 	 Proponer el plan de trabajo anual del Comité.
8. 	 Hacer seguimiento al plan de trabajo anual del Comité.
10. 	 Las demás que le sean asignadas en el reglamento de acuerdo con su naturaleza.
Artículo 18. Sesiones y quórum. El Comité deberá reunirse de manera ordinaria como 

mínimo una (1) vez cada dos (2) meses, durante los primeros dos (2) años, contados a partir 
de la expedición del presente decreto y en adelante como mínimo una vez trimestralmente, 
podrá hacerlo de manera extraordinaria por instrucción de la Presidencia del Comité 
Técnico cuando se requiera.

El Comité Técnico podrá sesionar presencial o virtualmente con la mitad más uno de 
sus miembros. Las decisiones se adoptarán por mayoría simple, es decir, con la mitad más 
uno de los asistentes a la sesión.

CAPÍTULO IV
Mesa de Cuidado Territorial

Artículo 19. Mesa de Cuidado Territorial. Créase la Mesa de Cuidado Territorial como 
instancia de diálogo y articulación operativa entre el Sistema Nacional de Cuidado y las 
iniciativas locales de cuidado de las entidades territoriales.

Artículo 20. Integración de la Mesa de Cuidado Territorial. La Mesa de Cuidado 
Territorial estará integrada por el Ministerio de Igualdad y Equidad o quien haga sus veces, 
quien la presidirá, el Ministerio del Interior y el Departamento Nacional de Planeación. 
Podrán participar en la Mesa de Cuidado Territorial las delegaciones de los departamentos 
del país, los distritos y ciudades capitales conforme a sus competencias y al principio de 
autonomía territorial.

Parágrafo 1°. En caso de que para el desarrollo de los temas a tratar en la sesión 
se requiera la participación de otras entidades del Gobierno nacional o de entidades 
territoriales, la Secretaría Técnica convocará a la delegación de la entidad conforme sus 
competencias y misionalidad.

Parágrafo 2°. Las disposiciones para el nivel territorial son de coordinación y 
articulación. Su implementación se hará mediante planes, convenios e instrumentos de 
concurrencia, sin imponer nuevas cargas u obligaciones financieras.

Artículo 21. Secretaría Técnica de la Mesa de Cuidado Territorial. La Secretaría 
Técnica de la Mesa de Cuidado Territorial será ejercida por el Ministerio de Igualdad 
y Equidad o quien haga sus veces a través de la Dirección de Cuidado o quien haga sus 
veces.

Parágrafo. Las funciones de la Secretaría Técnica de la Mesa de Cuidado Territorial 
serán definidas por el Comité Técnico en el reglamento de la instancia.

Artículo 22. Aportes de la Mesa de Cuidado Territorial. La Mesa de Cuidado Territorial 
podrá abordar los siguientes temas:

1. 	 Brindar acompañamiento, orientación, articulación intersectorial e interlocución 
territorial.

2. 	 Aspectos técnicos, metodológicos y operativos que aporten al cumplimiento de 
los objetivos del Sistema Nacional de Cuidado y la implementación de sistemas, 
planes, programas y proyectos de cuidado en los territorios.

3. 	 Acciones que contribuyan al cumplimiento de los objetivos del Sistema Nacional 
de Cuidado y la implementación de sistemas, planes, programas y proyectos de 
cuidado en los territorios.

4. 	 Intercambio de experiencias y aprendizajes en la implementación de sistemas, 
planes, programas y proyectos de cuidado a nivel nacional y en los territorios.

5. 	 Los demás que le sean asignadas y correspondan a su naturaleza.
CAPÍTULO V

Consejo Asesor de Cuidado
Artículo 23. Consejo Asesor de Cuidado. Créase el Consejo Asesor de Cuidado como 

instancia asesora del Sistema Nacional de Cuidado coordinada por el Ministerio de Igualdad 
y Equidad o quien haga sus veces, que propenderá por garantizar el reconocimiento de los 
saberes y conocimientos populares y comunitarios alrededor del cuidado en la formulación 
e implementación del Sistema.

Artículo 24. Integración del Consejo Asesor de Cuidado. El Consejo Asesor de 
Cuidado estará integrado de la siguiente manera:

1. 	 En representación del Gobierno nacional:
1.1 	 El/la Ministro/a de Igualdad y Equidad o su delegado/a o quien haga sus veces, 

quien lo presidirá.
1.2 	 El/la Director/a del Departamento Nacional de Planeación o su delegado/a.
1.3 	 El/la Directora/a del Departamento Administrativo de Presidencia de la Repúbli-

ca o su delegado/a.
2. 	 En representación de la sociedad civil, procesos organizativos y la acade-

mia:
2.1 	 Un/a representante de los procesos organizativos de personas cuidadoras de per-

sonas con discapacidad.
2.2 	 Un/a representante de los procesos organizativos de personas cuidadoras de per-

sonas con enfermedades huérfanas (enfermedades raras, ultrahuérfanas y olvida-
das).

2.3 	 Un/a representante de los procesos organizativos de personas trabajadoras do-
mésticas y del hogar.

2.4 	 Un/a representante de procesos organizativos de madres o padres comunitarias/
os.

2.5 	 Un/a representante de procesos organizativos de madres sustitutas.
2.6 	 Un/a representante de procesos organizativos de partería ancestral.
2.7 	 Un/a delegado(a) de procesos organizativos de profesionales de la enfermería 

designada por la Asociación Nacional de Enfermeras de Colombia.
2.8 	 Un/a delegado(a) de organizaciones con iniciativas de cuidado comunitario.
2.9 	 Un/a delegado(a) de las personas mayores elegido por el Consejo Nacional de 

Personas Mayores.
2.10	 Un/a delegado(a) de las organizaciones de personas campesinas de la Comisión 

Mixta Nacional para Asuntos Campesinos.
2.11 	Un/a representante de la Mesa Intersectorial de Economía del Cuidado.
Parágrafo 1°. El Ministerio de Igualdad y Equidad o quien haga sus veces, en 

articulación con las entidades competentes, establecerá el mecanismo de elección de los 
representantes y delegados de la sociedad civil cuando no existan espacios de participación 
definidos.

Parágrafo 2°. En caso de que para el desarrollo de los temas a tratar en la sesión se 
requieran entidades adicionales, la Secretaría Técnica convocará a la entidad conforme sus 
competencias y misionalidad.

Parágrafo 3°. Lo(a)s representantes de que trata el numeral 2 de este artículo, serán 
elegido(a)s por un periodo de cuatro (4) años. Se procurará que la elección se celebre dos 
(2) años después de la elección del(la) Presidente(a) de la República.

Artículo 25. Funciones del Consejo Asesor de Cuidado. Son funciones del Consejo 
Asesor de Cuidado las siguientes:

1. 	 Proponer recomendaciones a la Comisión Intersectorial del Sistema Nacional de 
Cuidado en torno a los planes, programas y proyectos formulados en el marco del 
Sistema Nacional de Cuidado.

2. 	 Apoyar y participar en las actividades y eventos a los que sea convocado por la 
Comisión Intersectorial o la presidencia de la misma.

3. 	 Participar en las sesiones de la Comisión Intersectorialdel Sistema Nacional de 
Cuidado a las que sea convocada y delegar vocero(a)s de acuerdo con las instruc-
ciones que para ello defina la Comisión Intersectorial.

4. 	 Expedir su propio reglamento.
5. 	 Las demás que le sean asignadas conforme a su naturaleza.
Artículo 26. Sesiones y quórum. El Consejo Asesor de Cuidado deberá reunirse 

de manera ordinaria como mínimo dos (2) veces al año y podrá hacerlo de manera 
extraordinaria por instrucción de la Secretaría Técnica.

Podrá sesionar de manera presencial o virtual, con la mitad más uno de sus miembros 
y las decisiones se adoptarán por mayoría simple, es decir, con la mitad más uno de los 
asistentes a la sesión.

Artículo 27. Secretaría Técnica del Consejo Asesor de Cuidado. La Secretaría Técnica 
del Consejo Asesor de Cuidado estará a cargo del Ministerio de Igualdad y Equidad o quien 
haga sus veces a través del Viceministerio para las Poblaciones y Territorios Excluidos y la 
Superación de la Pobreza, o quien haga sus veces.

Parágrafo. Las funciones de la Secretaría Técnica del Consejo Asesor de Cuidado 
serán definidas en el reglamento de la instancia.

Artículo 28. Diálogos Regionales de Cuidado. La Secretaría Técnica del Consejo 
promoverá la generación de diálogos regionales como espacios para garantizar la 
participación de la ciudadanía en la implementación y seguimiento del Sistema 
Nacional de Cuidado. El resultado de los diálogos regionales servirá de insumo para las 
recomendaciones que el Consejo Asesor realice a la Comisión Intersectorial.

Artículo 29. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir del día siguiente 
de la fecha de su publicación en el Diario Oficial y deroga los Decretos números 2490 de 
2013 y 1228 de 2022.
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Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 19 de junio de 2026.

GUSTAVO PETRO URREGO
La Ministra de Agricultura y Desarrollo Rural,

Martha Viviana Carvajalino Villegas.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Guillermo Alfonso Jaramillo Martínez.
El Ministro del Trabajo,

Antonio Eresmid Sanguino Páez.
La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

Diana Marcela Morales Rojas.
El Ministro de Educación Nacional,

José Daniel Rojas Medellín.
La Ministra de Ambiente y Desarrollo Sostenible (e),

Irene Vélez Torres.
La Ministra de las Culturas, las Artes y los Saberes,

Yannai Kandamani Fonrodona.
El Ministro de Igualdad y Equidad,

Alfredo Acosta Zapata.
El Director del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social,

Álvaro Mauricio Rodríguez Amaya.
La Directora del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República,

Nhora Yhanet Mondragón Ortiz.
La Directora del Departamento Nacional de Planeación,

Natalia Irene Molina Posso.
La Directora del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Mariela del Socorro Barragán Beltrán.

Departamento Administrativo 
 de la Función Pública

Decretos

DECRETO NÚMERO 0627 DE 2026

(junio 19)
por el cual se adoptan medidas sobre la integración del sector administrativo de igualdad 
y equidad, en desarrollo de la Sentencia C-161 de la Corte Constitucional que declara la 

inexequibilidad de la Ley 2281 de 2023.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales 

y legales y,
CONSIDERANDO:

Que el Ministerio de Igualdad y Equidad fue creado por la Ley 2281 de 2023 como un 
organismo principal del sector central de la Rama Ejecutiva en el orden nacional, rector 
del sector administrativo de Igualdad y Equidad y de sus entidades adscritas o vinculadas.

Que el artículo 12 de la Ley 2281 de 2023 revistió al presidente de la República de 
facultades extraordinarias para expedir normas con fuerza material de ley dirigidas a 
integrar el Sector de Igualdad y Equidad con las entidades que defina como adscritas o 
vinculadas.

Que mediante el Decreto número 2156 del 22 de noviembre de 1972 se estableció 
que el Instituto Nacional para Ciegos (INCI) era un establecimiento público adscrito al 
Ministerio de Educación Nacional, y hace parte del Sector Administrativo de Educación, 
tal como se indica actualmente en el artículo 1.2.1.1 del Decreto Único Reglamentario 
número 1075 de 2015.

Que mediante el Decreto número 1823 del 30 de septiembre de 1972 se estableció 
que el Instituto Nacional para Sordos (INSOR) era un establecimiento público adscrito al 
Ministerio de Educación Nacional, y hace parte del Sector Administrativo de Educación, 
tal como se indica actualmente en el artículo 1.2.1.2 del Decreto Único Reglamentario 
número 1075 de 2015.

Que mediante el Decreto número 4156 del 3 de noviembre de 2011 se estableció que 
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar es un establecimiento público adscrito 
al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, y hace parte del Sector 
Administrativo de Inclusión Social, tal como se indica en el artículo 1.2.1.1 del Decreto 
Único Reglamentario número 1084 de 2015.

Que mediante la expedición del Decreto Ley 1074 del 29 de junio de 2023, se conformó 
el Sector Administrativo de Igualdad y Equidad, sector administrativo que quedó integrado 
por el Ministerio de Igualdad y Equidad, como entidad cabeza de sector, y como entidades 
adscritas el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), el Instituto Nacional para 
Sordos (INSOR) y el Instituto Nacional para Ciegos (INCI), disposición de rango legal 
que conllevó la derogación tácita de las disposiciones legales y reglamentarias que habían 
establecido la adscripción de estas tres últimas entidades a los sectores de educación e 
inclusión social.

Que la Corte Constitucional, en Sentencia C-161 del 8 de mayo de 2024, en el marco 
de la demanda de inconstitucionalidad contra la Ley 2281 de 2023, resolvió:

“PRIMERO. Declarar INEXEQUIBLE la Ley 2281 de 2023, por medio de la cual se 
crea el Ministerio de Igualdad y Equidad y se dictan otras disposiciones, por vicios de 
procedimiento en su formación.

SEGUNDO. DIFERIR los efectos de la presente decisión, por el término de dos (2) 
legislaturas, contadas a partir del 20 de julio 2024. Una vez culmine la legislatura 2025-
2026, la Ley 2281 de 2023 dejará de producir efectos definitivamente y no formará parte 
del ordenamiento jurídico”.

Que el Proyecto de Ley número 020 de 2025 Cámara, 302 de 2025 Senado, por medio 
del cual se crea el Ministerio de Igualdad y Equidad y se dictan otras disposiciones, fue 
radicado el 21 de julio de 2025, recibiendo el 17 de octubre del mismo año mensaje de 
urgencia y asignándosele el número 302 de 2025 Senado; que en el mes de noviembre se 
radicaron las ponencias para primer debate y el 15 de diciembre de 2025, en sesión conjunta 
de las Comisiones Primeras Constitucionales Permanentes, fue aprobado el informe de 
ponencia positivo; que el 13 de mayo de 2026 se aprobaron los tres primeros artículos 
del proyecto de ley, el 20 de mayo de 2026 se radicó mensaje de insistencia y el 2 de 
junio de 2026 se aprobaron doce artículos adicionales, quedando pendientes de discusión 
y aprobación los artículos 8° y 11, así como las proposiciones de artículo nuevo; y que, 
ante la imposibilidad de aprobar la totalidad del articulado antes del 20 de junio de 2026, 
el proyecto no cumpliría con el requisito previsto en el artículo 162 de la Constitución 
Política, relativo a la aprobación en primer debate dentro de la primera legislatura.

Que el 24 de marzo de 2026, el Ministro de Igualdad y Equidad presentó ante la 
Corte Constitucional solicitud de aclaración de la Sentencia C-161 de 2024 y que la Sala 
Plena de dicha Corporación, mediante Auto 524 de 2026 del 22 de abril de 2026, resolvió 
rechazar, por incumplimiento de los requisitos de legitimación y oportunidad, la solicitud 
de aclaración presentada.

Que el 30 de abril de 2026, el Sindicato de Trabajadores del Ministerio de Igualdad y 
Equidad (Sintraigualdad) presentó ante la Corte Constitucional solicitud de modulación 
de los efectos de la Sentencia C-161 de 2024 y que la Sala Plena de dicha Corporación, 
mediante Auto número 748 de 2026 del 3 de junio de 2026, resolvió rechazar la solicitud 
de modulación y adición de la Sentencia C-161 de 2024 presentada por dicha organización 
sindical.

Que la presente actuación administrativa radica en el deber de ejecutar y materializar 
los efectos de una decisión de la Corte Constitucional, adoptada mediante la Sentencia 
C-161 del 8 de mayo de 2024, y así garantizar la continuidad del servicio público, 
garantizar la articulación de la política pública dirigida a garantizar los derechos de los 
sujetos de especial protección constitucional, preservar la seguridad jurídica y adoptar las 
medidas administrativas indispensables para gestionar de manera ordenada la desaparición 
del soporte legal que dio origen a la entidad, dado que, como lo señaló la misma Corte, al 
declarar la inexequibilidad de la Ley 2281 de 2023, ello implica la eliminación del sector 
administrativo de Igualdad y Equidad y, naturalmente, del ministerio que lo encabeza, de 
manera que, al no existir el sector como tal, se causa una desarticulación institucional que 
afectaría la implementación de la política pública que ha sido diseñada por el legislador y 
el ejecutivo para garantizar los derechos de sujetos de especial protección constitucional, 
razón por la cual se insiste en la necesidad de adoptar la presente actuación administrativa.

Que, en este orden, dada la inexequibilidad que se predica de la Ley 2281 de 2023, 
que como ya se indicó, otorgó facultades extraordinarias para la integración del sector 
de Igualdad y Equidad, resulta procedente traer a colación lo manifestado por la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-923 del 18 de noviembre de 1999, en donde manifestó:

La Corte de manera general ha señalado que se configura una “inconstitucionalidad 
consecuencial” cuando en los casos de decretos con fuerza de ley, derivados ya sea de 
la declaratoria del estado de emergencia o del ejercicio de facultades extraordinarias, 
ha recaído un pronunciamiento de inconstitucionalidad sobre el decreto que declara el 
estado de emergencia o sobre la norma legal de autorizaciones extraordinarias”.

Que sobre este tipo se situaciones - normas que conceden facultades extraordinarias-, 
la Corte Constitucional se ha pronunciado, así:

4- 	 La procedencia de la unidad normativa es aún más clara si se tiene en cuenta 
que la Sentencia C-702 de 1999 declaró la inconstitucionalidad del artículo 120 de la 
Ley 489 de 1998, a partir de su fecha de promulgación, lo cual significa que, una vez 
notificada esa sentencia, y debido a su carácter retroactivo, es evidente que todos los 
decretos extraordinarios expedidos con fundamento en ese artículo cesan de producir 
efectos, debido a su incompatibilidad manifiesta con la Constitución (CP artículo 4°). Así, 
es cierto que esos decretos siguen formalmente haciendo parte del ordenamiento jurídico, 
pues no han sido derogados por una norma posterior, ni ha recaído sobre ellos una 


